ACCIÓN DE TUTELA. SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN:       660013104001-2005-00053-01

ACCIONANTE: CARLOS ANDRÉS ECHEVERRY QUINTERO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, agosto treinta y uno de dos mil cinco

Aprobado por Acta No. 430

Hora: 05:30

1.- VISTOS 

Procede la Sala a desatar la impugnación incoada por el accionante CARLOS ANDRÉS ECHEVERRY RESTREPO, contra el fallo de tutela proferido el diecinueve (19) de julio del presente año por la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira y donde figura como accionada la Universidad Tecnológica de Pereira. 

2.- SOLICITUD 

Adujo el accionante que en las primeras semanas de junio de este año la Universidad Tecnológica de Pereira publicó en su página web una convocatoria pública para llenar diferentes plazas académicas. Debido a su condición de docente catedrático en la Facultad de Ciencias Ambientales, se interesó en los cargos a ella destinados en los departamentos de Ciencias Básicas Ambientales, Ciencias Administrativas y Estudios Interdisciplinarios, cuyos requisitos aparecían en un documento fechado el día trece (13) de junio de dos mil cinco (2005), el cual una vez estudiado, lo llevó a aspirar a tres asignaturas: Política y Legislación Ambiental (Departamento de Ciencias Administrativas), Cultura Ambiental II y Práctica Ambiental III (Depto de Estudios Interdisciplinarios).

Continúa diciendo que dio cumplimiento a las instrucciones contenidas en la convocatoria y fue así como elaboró sendos proyectos académicos para las plazas elegidas y actualizó su hoja de vida, los cuales radicó el día veinticuatro (24) de junio. El primero (1º) de julio, vía correo electrónico enviado por el señor DIEGO AGUIRRE MARTÍNEZ, Director del Departamento de Ciencias Administrativas de la Facultad de Ciencias Ambientales, se le comunicó que para la materia Política y Legislación Ambiental adscrita a tal departamento, se le asignó a su hoja de vida un puntaje de dos (2) y a su propuesta docente (10), cuyo total era doce (12) puntos, con lo cual se le agradecía su postulación y se le invitaba a participar en futuras convocatorias.

Manifiesta el actor que en el documento de convocatoria no aparecía el procedimiento para realizar la evaluación y asignar la puntuación, el cual  debía ser autorizado por el Consejo de Facultad, el Comité Curricular o el Decano y además, debía la Universidad producir el acto administrativo atinente a ese punto; por ello, extraña que se le hubiere evaluado sin saberse qué criterios se tuvieron en cuenta y cuál era el procedimiento adoptado para obtener la puntuación definitiva; además, el hecho de no notificársele el acto administrativo que mostrara el orden de elegibilidad de los aspirantes, con el fin de tener el derecho a controvertirlo.

Censura también que se hubiera desdeñado el ítem correspondiente a calificación como docente en caso de haber prestado servicios como tal en la Universidad Tecnológica de Pereira, sin que se hubiere consolidado oficialmente la evaluación que hacían a los docentes los estudiantes de la Facultad de Ciencias Ambientales para el primer período del 2005 y no se hizo mención alguna a la evaluación del segundo semestre del 2004. 

Echa de menos también que se le hubiera excluido del derecho a participar en la llamada disertación académica y/o entrevista, al cual se le había asignado un porcentaje del 25 % sobre el resultado final.

Por lo anterior, solicitó la protección de sus  derechos constitucionales a la igualdad y al debido proceso, previo el señalamiento de jurisprudencia constitucional atinente a tales aspectos.

Destacó que había dentro de la convocatoria un trato discriminatorio -que a él no lo afectaba- en vista de la exigencia de residir el candidato dentro del área metropolitana y aportó también jurisprudencia concerniente a tal punto.

Al presentar la tutela, se solicitó por parte del actor como medida de protección transitoria la suspensión del proceso encaminado a suplir la plaza docente y además, aclaró que pedía la protección del derecho de petición.

3.- FALLO

Al recibirse la acción presentada, el Juzgado de Instancia accedió a lo pretendido por el demandante y de manera provisional ordenó que se suspendiera el proceso con el cual se supliría la plaza docente objeto de reclamo.

Después de analizar los fundamentos de la solicitud de protección constitucional y los argumentos presentados por la Universidad, la señora Juez de primer grado consideró improcedente la tutela. Sus razones fueron: 

1. En la convocatoria se establecieron las pautas del concurso y se expresaron claramente los criterios de evaluación, con puntajes de 50% para la hoja de vida, 25 % para la disertación académica y/o entrevista, y 25 % para el proyecto académico.

2. El señor Carlos Andrés Echeverry Restrepo no cumplió con los requisitos establecidos en la convocatoria, al no tener maestría, no presentar producción académica científica ni actividades de proyección social, razones para que su hoja de vida registrara un puntaje inferior al exigido para el concurso. 

3. Contrario a lo manifestado por el accionante, en la convocatoria si se habla de los criterios de evaluación para el estudio de las hojas de vida, entre ellos: Experiencia en el campo docente, experiencia en el tema a tratar, en consideración a los trabajos de campo e investigación, proyecto académico, calificación como docente -en el caso que hubiese prestado servicios como tal en la Universidad Tecnológica-.

4. Se comprobó que el aspirante sólo acreditaba pregrado, no registraba producción académica científica ni actividades de proyección social, no tenía publicaciones y por ello su hoja de vida tuvo un puntaje bajo con resultado muy inferior al exigido.

5. No se observaban las irregularidades planteadas en la acción, ya que a todos los aspirantes se les trató de la misma manera. Se tuvo cuidado de preservar los derechos fundamentales de los aspirantes y el respeto al debido proceso en los trámites, lo cual se demostró con las actas del Consejo de la Facultad donde se discutieron y aprobaron los perfiles y términos de la convocatoria entre otros.

6. Sobre la exigencia de residencia en el área metropolitana, consideró que era un asunto que el actor admitía que no era su caso y se aceptó lo manifestado por las directivas del Centro Docente, en el sentido de no haberse desvinculado a concursante alguno por tal causa.

7. Sobre la medida provisional, dispuso que continuaría, hasta que adquiriera firmeza la sentencia.

4.- IMPUGNACIÓN

Manifiesta su disenso el accionante con la decisión que fuera contraria a sus intereses, criticando lo plasmado en la providencia en cuanto la disertación académica y/o entrevista si era un aspecto esencial y básico dentro de las pautas a considerar por la facultad de Ciencias Ambientales, cuando se habla de unas actas en las que se establece que no todos los concursantes fueron llamados a presentar tal requisito, que por demás equivalía al 25% del puntaje total.

Aduce que la falladora solamente consideró uno de los tres ítems a evaluar (hoja de vida) y desconoció por ejemplo lo atinente a la entrevista y/o disertación ya mencionada. Afirma que únicamente se podría hablar del no cumplimiento de los requisitos en el caso de haber participado en la disertación y hubiese sacado un puntaje que no le permitiera lograr ese 25% del 100% total que representaba esa exigencia.

No está de acuerdo en que se diga que no reúne los requisitos establecidos en la convocatoria como no tener maestría, no registrar producción académica científica, ni actividades de proyección social. Argumenta que el requisito de maestría o postgrado era opcional y de carácter discrecional en la evaluación y no un condicionante obligatorio para calificar las hojas de vida, toda vez que la convocatoria era clara en dirigirse a personas “PREFERIBLEMENTE CON ESTUDIOS DE POSTGRADO”, con lo cual no se negaba la posibilidad de aspirar al empleo por parte de quienes no tuvieran un postgrado. En adición, señala que concluyó sus estudios de especialización en Docencia Universitaria en la Facultad de Educación de la Universidad Tecnológica, que ya presentó proyecto de grado el cual fue calificado como sobresaliente, empero no se ha graduado por falta de pago de obligaciones correspondientes al tercer semestre de especialización; también, que  se encuentra realizando el primer año de una maestría en Derecho de los Recursos Naturales.

Sobre la producción científica, manifiesta que un análisis objetivo y detallado producto de la confrontación de las pruebas, mostraría que su producción académica está sustentada en el ejercicio de la docencia en la misma Facultad de Ciencias Ambientales por espacio de dos semestres consecutivos y relaciona una serie de foros e investigaciones que realizó, las cuales, según lo expresa, se encuentran incluidas en la hoja de vida que suministró a la facultad.

En lo referido a las actividades de proyección social, refuta lo consignado en el fallo al exponer que se desempeñó en la Junta Administradora Local de la Comuna Universidad de Pereira (2001-2003), en la Liga de Usuarios de Servicios Públicos Domiciliarios de Risaralda, y en su trabajo de consultoría en las Jornadas Comunitarias de elaboración del Plan de Desarrollo de Santa Rosa de Cabal 2005-2007 (en representación del Alma Mater, red de universidades públicas del Eje Cafetero).

Con fundamento en los artículos 3 del Código Contencioso Administrativo, 3 de la Ley 489 de 1998 y 209 constitucional, estima que la Universidad no dio cumplimiento a la obligación de publicitar los actos administrativos, porque fueron presentadas como pruebas en este trámite, actas del Consejo de Facultad donde se cambiaban las reglas del concurso (la disertación académica y/o entrevista ya no era obligatoria como aparecía en el documento público de convocatoria, sino que supuestamente estaba condicionada a la obtención de un puntaje mínimo establecido en los documentos allegados al juzgado, sin que se difundieran públicamente las nuevas condiciones. Así las cosas, no se podían cambiar las reglas del concurso y evaluar solamente el 75 % correspondiente a la hoja de vida y a la propuesta académica.

Formula interrogantes sobre ¿dónde están las constancias de publicación de las nuevas reglas del concurso referidas a la participación en la disertación académica o entrevista de los que obtuvieran un puntaje mínimo en la evaluación?, ¿Por qué no se difundieron públicamente estas nuevas condiciones para que los interesados decidieran continuar o desistir del concurso?, y ¿Por qué se determinó que no podía seguir con el mismo, si solamente se le calificó el 75 % y no el 100 % como estaba estipulado en la convocatoria?

5.- SE CONSIDERA
5.1.  Problema Jurídico

Corresponde a la Sala determinar si el concurso convocado por la Universidad Tecnológica de Pereira para suplir unas plazas docentes, se realizó de conformidad con los postulados constitucionales que orientan el debido proceso que se debe observar en todas las actuaciones judiciales y administrativas.

5.2.  Solución al Problema Planteado 

De entrada se advertirse que el presente evento obliga a una revisión del Estatuto Docente de la Universidad Tecnológica de Pereira, cuya copia fue aportada al trámite iniciado, por cuanto existen en tal documento precisas regulaciones que ilustran el camino a seguir para la previsión de cargos docentes y por ende, permiten a la Sala dilucidar si en efecto se vulneraron o no derechos fundamentales al desarrollar el concurso que ahora es atacado por el accionante mediante este excepcional mecanismo.

Ahora bien, es evidente que el asunto “provisión de nuevos cargos o cargos vacantes en la docencia”, en las modalidades de tiempo completo, medio tiempo y hora cátedra en el Centro Educativo accionado, deberá realizarse mediante concursos públicos. Así se ha determinado por la misma Universidad en ejercicio de la autonomía que le otorga la Constitución y la Ley, en particular en el artículo 27 del Acuerdo No. 014 del 6 de mayo de 1993 (Estatuto Docente), canon que fue reglamentado por el Acuerdo del Consejo Superior No. 006 del 7 de abril de 1999, que a su vez fue modificado por el Acuerdo No. 16 del 3 de julio de 2003. Allí se describen los pasos que deben agotarse con miras a cubrir una vacante o una nueva plaza.

El contenido de su literal C. es claro cuando prescribe: “En la resolución de convocatoria se describirá el cargo, los requisitos para el mismo y los criterios para la evaluación. Además, se indicará la fecha y tema de la disertación y/o examen, el cierre de la inscripción y la comunicación de resultados.”

Si confrontamos el proceso de selección de docentes adelantado en la Universidad con el anterior texto, tenemos que en efecto, era obligatorio acudir al concurso para cubrir las plazas vacantes y que en verdad se realizó una convocatoria para tal fin. Lo que se requiere ahora es precisar si en verdad el procedimiento colmó las expectativas que un concurso de esta naturaleza requiere. 

Uno de los cuestionamientos que hace el accionante, se refiere a no conocerse previamente los factores con los cuales se calificaría la información aportada en la hoja de vida. En este particular tópico, es importante destacar que no le asiste razón al impugnante, porque tal situación fue prevista en la reglamentación que estamos estudiando, como pasa a explicarse.

Tal como se vio anteriormente, el tema de la provisión de cargos de profesores, está regulado en el artículo 27 del Estatuto Docente, que a su vez fue modificado por otros acuerdos, entre ellos el No. 016 del 3 de julio de 2003, en cuyo artículo 2º numeral 5º, se dispone que la hoja de vida se calificará con base en los puntajes establecidos en el Decreto 1279/02 y transcribe lo pertinente. Pues bien, consultado tal decreto que fuera proferido el 19 de junio de 2002 y que se refiere al régimen salarial y prestacional de los docentes de las Universidades Estatales, la Sala encuentra que por ejemplo, en sus artículos 6º y siguientes se establece una puntuación para los logros académicos de cada docente, que aunque está encaminada a establecer la remuneración, podría aplicarse por vía de analogía al concurso iniciado.

No obstante lo anterior, no se estableció si esos criterios fueron en realidad los aplicados para este concurso, ni aparece constancia de haberse comunicado a los participantes, entre ellos el accionante, la razón de la calificación que sobre la hoja de vida se hiciera, para que en caso de inconformidad se interpusieran los recursos pertinentes. Incluso, aparece una redundancia en el estudio de las hojas de vida, porque dentro de la convocatoria se expresa que el proyecto académico será uno de los elementos a evaluar dentro de la hoja de vida, pero también, de manera autónoma, representa uno de los tres elementos principales a calificar y como tal reportaba un 25 % del total del puntaje.

Después de un exhaustivo examen de los medios de convicción aportados por las partes a esta foliatura, advierte la Sala que en la convocatoria que se hizo para proveer unos cargos en la Facultad de Ciencias Ambientales de la Universidad Tecnológica de Pereira, hubo imprecisiones e inconsistencias, pero en especial, no se trazaron de la manera clara y diáfana las reglas del juego que Constitucional, legal y estatutariamente correspondía definir.

En primer lugar, encontramos la innecesaria mención a la exigibilidad de residencia de los aspirantes en el área metropolitana de Pereira y sus alrededores. Aunque el accionante menciona que no lo afecta y la Universidad afirma que no se desvinculó a ningún aspirante por esta causal, es indudable que la misma no debió nunca aparecer como requisito de la convocatoria.

En segundo término, no se definió claramente si el concurso estaba dirigido a personas con estudios de especialización o por el contrario a quienes ostentaran títulos en pregrado. Se dice esto, porque si la calificación de los títulos de postgrado tiene una incidencia tan alta sobre todo el procedimiento de selección, debió excluirse de la misma a los profesionales de pregrado, porque sencillamente, no estarían en posibilidad de competir frente a los especialistas. Debió definirse tal aspecto en aras de evitar la creación de falsas expectativas en personas que como el accionante, al estimar que cumplía con los requisitos exigidos decidieron participar en el concurso. Nótese que la convocatoria está dirigida a los profesionales de pregrado y se menciona que preferiblemente con estudios en postgrado. Al punto, es curioso, que una de las razones por las cuales se descalifica al actor es precisamente porque no ostenta estudios de especialización, con lo cual obtuvo cero (0) puntos en esta área y de contera, fue la justificación para que tampoco fuera llamado a participar en la disertación académica y/o entrevista. 

Llama la atención de la Sala, también, el hecho de haber obtenido el aspirante ECHEVERRY RESTREPO por concepto de su hoja de vida únicamente dos (2) puntos -correspondientes a su experiencia docente universitaria-
, cuando, por ejemplo, el Decreto 1279 de 2002 (aplicable en virtud de lo dispuesto en el artículo 2º numeral 5º del Acuerdo No. 016 del 3 de julio de 2003) en su artículo 7, al referirse a la puntuación por estudios universitarios, otorga 178 puntos por título de pregrado. Entonces, obliga preguntarse si se dio o no aplicación a lo dispuesto en el Estatuto Docente para la calificación de la hoja de vida, porque si la respuesta es afirmativa, ¿por qué no aparece asignada ninguna puntuación por el título de pregrado que obtuvo el actor? y, si es negativa, entonces ¿qué método se utilizó para tal labor?; o ¿será que solamente obtenían puntaje los candidatos con especialización?

Por último, y de trascendental importancia para la decisión a tomar, surge que nunca la Universidad informó en la convocatoria o en algún otro documento dirigido a los aspirantes, que no todas las personas que se inscribieran presentarían la disertación académica y/o entrevista. De la lectura de la convocatoria y aún de las normas pertinentes del Estatuto Docente de la accionada, se colige que tal requisito es fundamental dentro del proceso y no aparece que sea opcional de la Universidad si llama a unos y a otros no, para practicar tal exigencia, que por demás tiene una incidencia supremamente importante en la calificación final, ya que representa una cuarta (1/4) parte del total. Es claro el artículo 27 antes citado, en exigir que dentro de la convocatoria se indique la fecha y tema de tal disertación y/o examen.

Si bien es cierto, la Universidad al ejercer su derecho de defensa argumenta que se había decidido que solamente quienes obtuvieran cierto puntaje serían llamados a la fase siguiente (disertación y/o entrevista), lo cierto es que revisada la documentación aportada como pruebas por la Universidad al descorrer el traslado que se le hiciera de la demanda presentada, no se encuentra referencia específica a tal asunto, y lo que aparece es la mención a que se seguiría lo dispuesto en el Estatuto Docente
 que como ya se vio, no estipula discriminación alguna al respecto. Pero aún si se aceptara tal argumento en gracia de discusión, si esa fue la determinación tomada, debió ser publicitada e incluso, insertada tal información en el documento por medio del cual se convocó a los interesados, lo que evidentemente, no se hizo,  y se dio con ello lugar a la violación del principio de publicidad y transparencia que debe orientar los concursos públicos.

En esas condiciones, la Sala, en su rol de Juez Constitucional, debe apartarse del criterio de la señora Juez de Primera Instancia toda vez que aquí se presentó una vulneración al debido proceso, porque en el caso concreto del accionante se aplicaron unas reglas no definidas previamente, ni fueron fijadas dentro de los requisitos para el concurso que se abrió con el fin de proveer las plazas docentes.

Es imperativo que frente a los actos de las autoridades públicas los ciudadanos gocen de las garantía plenas y de una igualdad de oportunidades, pero además, que en caso de inconformidad puedan ejercer los recursos pertinentes para plasmar las razones de su disenso. Este control sólo podía ser ejercido en la medida en que la administración fijara los lineamientos en la convocatoria y diera publicidad a los resultados para ser analizados y, por supuesto, controvertidos. No pueden existir trámites ni resultados ocultos, pues son incompatibles con el debido proceso.
No desconoce la Sala, por supuesto, que las instituciones Universitarias gozan de la autonomía que les confiere la Constitución y la Ley, empero, es evidente la existencia de un trámite no ceñido a los postulados constitucionales y esa garantía en cabeza del accionante debe protegerse.

En esos términos, corresponde revocar la sentencia impugnada, y en su lugar, se concederá el amparo deprecado en lo que respecta al debido proceso. Para ello, se accederá a lo solicitado por el apoderado de la entidad accionada en la parte final del escrito mediante el cual se pronunció sobre las pretensiones de la demanda
 para la corrección del trámite. Se dispondrá en consecuencia, que la Universidad Tecnológica dentro de un término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de esta decisión, inicie las gestiones tendientes a corregir las falencias detectadas en el concurso realizado y que fue objeto de esta acción de tutela. De ser necesario, podrá la entidad accionada, dejar sin valor la convocatoria adelantada y realizar un nuevo concurso, esta vez, con una precisa y clara definición de las reglas del juego a seguir, de conformidad con las observaciones realizadas y con estricto apego a la Constitución, a la Ley y al Estatuto Docente de ese centro universitario.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA el proveído de tutela que ha sido objeto de impugnación. 

SEGUNDO: Se concede el amparo al debido proceso solicitado por el señor CARLOS ANDRÉS ECHEVERRY RESTREPO y por consiguiente, se ordena a la Universidad Tecnológica de Pereira que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del presente fallo, dé iniciación a las gestiones tendientes a corregir las falencias que se relacionaron en la parte motiva de esta decisión, en lo que hace con la convocatoria para proveer unas plazas docentes en la Facultad de Ciencias Ambientales. De ser necesario, podrá ese Centro Universitario dejar sin valor la convocatoria adelantada y realizar un nuevo concurso, esta vez, con apego a la normatividad contenida en la Constitución, la Ley y su propio Estatuto Docente.

TERCERO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      
       VICENTE RODRÍGUEZ FEO








    (Con  permiso)

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
� Folio 100


� Folio 49


� Se pidió en aquella ocasión lo siguiente: “Por todo lo que precede solicitamos respetuosamente se deniegue el amparo solicitado y, en su defecto, se permita la corrección de los errores de procedimiento en que se hubiera podido incurrir, permitiendo que las autoridades universitarias ejerzan sus competencias, dado que lo que hasta ahora se ha ventilado versa exclusivamente sobre actos de trámite y que con la decisión provisional de suspensión, ha dejado sin competencia a las otras autoridades universitarias para intervenir”.
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